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SENTENCIA Na 84/19

En Málaga,a 12 de marzo de 2019.

ANTECEDENTES DE HECHO

UNICO.-1. El dta 28-3-2018 se interpuso recurso c-a frente a la desestimaciónpor

silencio administrativo de la solicitud formulada el dfa 4-7-2017 sobre devolución

del importe d ellas liquidaciones 3277692 y 3277693 emitidas por el Ayuntamiento

de Fuengirola en concepto de impuesto sobre el incremento del valor de los

terrenos de naturaleza urbana (importes respectivos de 24 249,60 y 8488,79 €)por

causa de la trasmisión mediante escritura públicaotorgada el dfa 10-12-2013 del

inmueble con referencia catastral 4648225UF544N0001LM, inmueble adquirido

por mitad los días 22-10-1997 y 8-8-2008.

2. Dictado decreto de admisión a trámite el dfa 4-4-2018 y recibido el expediente
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administrativo, por diligencia de 20-6-2018 se confirió traslado al recurrente para

formalizar su escrito de demanda (fue notificado al recurrente el 22-6-2018); el

posterior 19-7-2018 el recurrente solicitó la ampliacióndel objeto de este recurso a

la resolución expresa desestimatoria de 12-6-2018 dictada por la concejala

delegada de Hacienda, presentando, en todo caso, la demanda, el dfa 23-7-2018

al no haberse proveído su solicitud, lo que no ocurrió hasta el día 24 posterior en

que se suspendióel curso del procedimiento. Por auto de 14-9-2018 se accedióa

la ampliación, confiriéndose nuevo traslado para formalizar demanda, que fue

presentada el 15-10-2018 y contestada el posterior 3-12-2018.

3. Fijada la cuantía, se dictó auto el día 11-1-2019 (no recurrido en reposición).

Practicada la prueba declarada pertinente y evacuado el trámite de conclusiones,

quedaron los autos sobre la mesa del proveyente para dictar sentencia el día 27-2-

2019.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO.- 1. El objeto inicial de este recurso c-a apareció integrado por la

desestimación por silencio administrativo de la solicitud formulada el día 4-7-2017

sobre devolución del importe de las liquidaciones 3277692 y 3277693 emitidas

por el Ayuntamiento de Fuengirola en concepto de impuesto sobre el incremento

del valor de los terrenos de naturaleza urbana (importes respectivos de 24 249,60

y 8488,79 €)por causa de la trasmisión mediante escritura públicaotorgada el día

10-12-2013 del inmueble con referencia catastral 4648225UF544N0001LM,

inmueble adquirido por mitad los días 22-10-1997 y 8-8-2008.

Como consecuencia de la ampliación, habrá que estar a la resolución expresa

desestimatoria de 12-6-2018 dictada por la concejala delegada de hfacienda

SEGUNDO.- 1. hlabida cuenta la discusiónentre las partes acerca de la forma de

inicio de procedimiento de gestión tributaria (cuestión esencial), destaquemos -

antes de descender al caso concreto, que cabe distinguir dos posibilidades en su

forma de inicio. La primera serfa el sistema de declaración-liquidación

(autoliquidación). por lo que para alegar cualquier clase de perjuicio que esa

autoliquidación le haya causado a los intereses legítimos de un contribuyenteo, lo

procedente sería (de no haberse practicado una liquidación posterior por la

administración ni iniciado un procedimiento de comprobación) solicitar una

rectificación y la devolución del ingreso indebido. Esta clase de rectificación está
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prevista en el art. 221.4 LGT, que se remite al 120.3 que, a su vez, remite al

procedimiento que se regule reglamentariamente, que lo encontramos en los arts.

126 a 130 Real Decreto 1065/2007, de 27 de julio, por e/ que se aprueba el

Reglamento General de las actuaciones y los procedimientos de gestión e inspección

tríbutaría y de desarrollo de las normas comunes de los procedimientos de aplicación de

/os tributos, que prevé (art. 129.4) que transcurridos seis meses sin haberse

notificado la resolución expresa del acuerdo, la solicitud podrá entenderse

desestimada.

A continuación, ya se resuelva expresamente desestimando la pretensión de

rectificación, ya entre en juego la ficcióndesestimatoria por silencio administrativo,

parece que serápreceptiva la reposiciónconforme al art. 108 de la ley 7/1985, de

2 de abril, regutadora de las Bases del Régimen Local, en relación con el art. 14

del Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el texto

refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales. Y si no se intenta la

reposicióny se acude a la jurisdicciónc-a directamente, podráello determinar una

decisión de inadmisión por no haberse agotado la v(a administrativa (en este

sentido y por referencia al supuesto de autoliquidación,entre otras muchas, la más

reciente STSJ Cataluña,Sala c-a, secc. 1a, de 20-3-2017, rec. 91/2016).

Una digresiónpara referirme, en todo caso y en relacióncon el carácterpreceptivo

de la reposición, que habráque tener en cuenta también la doctrina emanada de

la STS, 3a, secc. 2a, de 21-5-2018 (rec. 113/2017, que fija el siguiente criterio

interpretativo:

Cuando se discute exclusivamente la inconstitucionalidad de las disposiciones legales
que dan cobertura a los actos de aplicaciónde los tributos y restantes ingresos de Derecho
Público de las entidades locales, cuesfión respecto de la que éstas carecen de
competencia para pronunciarse o para proponerla a quien tiene competencia para ello,
quedando constreñidas a aplicar la norma legal de que se trate, no resulta obligatorío
inferponer, como presupuesto de procedibilidad del ulteríor recurso contencioso-
administrativo, el correspondiente recurso administrativo previsto como preceptivo.

3. Frente al sistema anterior. otra posibilidad sería aue el procedimiento de aestión

tributaria se iniciara mediante una declaración que habrfa de contener los

elementos de la relación jurídica tributaria imprescindibles y que permitiría a la

administración cuantificar la obligación tributaria mediante una liquidación

provisional (a ello se refieren los arts. 128 a 130 LGT; igualmente, artículos 133 a

135 del Real Decreto 1065/2007, de 27 de julio, por el que se aprueba el

Reglamento General de las actuaciones y los procedimientos de gestión e

inspeccióntributaria y de desarrollo de las normas comunes de los procedimientos
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de aplicaciónde los tributos).

En tal supuesto - y al igual que en el de la autoliquidación - también sería

preceptiva la reposición en el plazo de un mes, pero - y ello lo considero esencial

-, agotada la vía administrativa (bien porque se interpuso la reposición y se

desestimó de forma expresa - sin acudir despuésa la vía c-a - bien porque no se

interpuso en plazo la reposición) y sin acudir a la Jurisdicción, habiendo adquirido

firmeza el acto de aplicación (la liquidación provisionat), solicitar la devolución

como ingreso indebido (que es un proceso especial de revisión regulado en el art.

221 LGT) exigiría que tal solicitud fuera acompañada(apartado 4) de la peticiónde

revisióndel acto promoviendo alguno de los procedimientos previstos en las letras

a), c) o d) del art. 216 (revisión de acto nulo de pleno derecho, revocación y

rectificaciónde errores materiales, de hecho o aritméticos).

TERCERO.- 1. Dicho lo que antecede y para el caso de que se tratara de una

autoliquidación, es claro que podrfa ahora contemplarse el supuesto desde la

perspectiva constitucional desde la STC 59/2017 at estar presentada la
"rectificación" el día 4-7-2017 y, por ello, dentro del plazo de cuatro añosa contar

desde diciembre de 2013.

2. Pero si nos encontráramosante un liquidación, puesto que en el escrito de 4-7-

2017 se alegaba el dictado de la STC 59/2917 para sostener su derecho a la

devolución, considero que habrfa de reflexionarse en los siguientes términos.Asf,

el adecuado entendimiento de la sentencia del pleno del Tribunal Constitucional

59/2017, de 11 de mayo (BOE 142/2017, rec. 4864/2016), en relación con los

artfculos 107.1, 107.2 a) y 110.4 del texto refundido de la Ley Reguladora de las

Haciendas Locales, aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de

marzo, hace obligado referirse a la sentencia dictada por el Tribunal Supremo en

sentencia (secc. 2a) de 9-7-2018 (rec. 6226/2017), cuya doctrina reitera en la

posterior de 18-7-2018 de la misma secciónen el RC 4777/2017. Estas sentencias

(y otras muchas posteriores en el mismo sentido, como la de 8-11-2018 en el RC

5214/2017, que se remite a ella íntegramente) contienen importantes

pronunciamientos. Asf, en primer lugar, rechaza la interpretación preconizada por

el Tribunal Superior de Justicia de Madrid (sentencia de su secc. 9a, de 19-7-2017,

rec. 783/2016) y después seguida por otros TSJ) sobre nulidad radical de los

artículos 107.1, 107.2 a) y 110.4 TRLHL y, por ello, de toda liquidación realizada

por el impuesto debatido, pues matiza el TS que la nulidad radical solo afecta al

último de esos artículos - que es el que impide al sujeto pasivo del impuesto
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probar la inexistencia de incremento de valor real -, de forma tal que siendo la

inconstitucionalidad de los dos primeros parcial, solo seráninconstitucionales si se

prueba por el sujeto pasivo la ausencia de incremento del valor real, siendo, en

cambio, constitucionales, si el sujeto pasivo no prueba tal circunstancia.

3. Y aun suponiendo (a efectos meramente dialécticos) que el contraste entre los

precios consignados por los recurrentes en las escrituras públicasde compra (de

22-10-1997 y 8-8-2008) y venta (10-12-2013) sugiera esa efectiva ausencia de

incremento del valor real y, por ello, que el recurrente, se encontrara en el

supuesto afectado por la declaración de inconstitucionalidad, visto que el acto de

aplicación del tributo (las dos liquidaciones) había adquirido firmeza antes del

dictado de la STC 59/2017, habrá que atender - desde la perspectiva

constitucional - al art. 40 LO 2/79 del Tribunal Constitucional, que al referirse a las

sentencias declaratorias de la inconstitucionalidad de leyes, disposiciones o actos

con fuerza de Ley, afirma que no permitirán revisar procesos fenecidos mediante

sentencia con fuerza de cosa juzgada en los que se haya hecho aplicación de las leyes,

disposiciones o actos inconstitucionales, salvo en el caso de los procesos penales o

contencioso-administrativos referentes a un procedimiento sancionador en que, como

consecuencia de la nulidad de la norma aplicada, resulte una reducciónde la pena o de la

sancióno una exclusión, exencióno limifaciónde la responsabilidad.

Pero también puede citarse la STC 45/1989 que extiende el mismo efecto para las

actuaciones administrativas firmes cuando afirma que entre las situaciones

consolidadas que han de considerarse no susceptibles de ser revisadas como

consecuencia de la nulidad que ahora declaramos figuran no sólo aquellas decididas

mediante sentencia con fuerza de cosa juzgada (art. 40.1 LOTC), sino también por
exigencia del príncipio de segurídad jurídica (art. 9.3 CE), las establecidas mediante las

actuaciones administrativas firmes; la conclusióncontraría, en efecto, entrafíaria -como

con razón obsen/a el representante del Gobiemo- un inaceptable trato de disfavor para

quien recurríó, sin éxito, ante los Tribunales en contraste con el trato recibido por quien no

<nstó en tiempo la revisión del acto de aplicación de las disposiciones hoy declaradas

inconstitucionales.

Por tanto, desde la Derspectiva constitucional, el escrito del recurrente de 19-7-

2017, de no haberse considerado un recurso de reposición (claramente

extemporáneo) y sf una petición de aplicación a las liquidaciones firmes del

pronunciamiento de inconstitucionalidad contenido en la STC 59/2017, tampoco

podría haber tenido acogida favorable.

4. Y desde la perspectiva de la legalidad ordinaria, contemplar el escrito de 4-7-
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2017 obliga a considerar, de nuevo, que agotada la vía administrativa (porque no

se interpuso en plazo la reposición) y sin acudir a la jurisdicción, habiendo

adquirido firmeza el acto de aplicación (las liquidaciones provisionales), solicitar la

devolución como ingreso indebido (que es un proceso especial de revisión

regulado en el art. 221 LGT) exigiría que tal solicitud fuera acompañada (apartado

4) de la petición de revisión del acto promoviendo alguno de los procedimientos

previstos en las letras a), c) o d) del art. 216 (revisión de acto nulo de pleno

derecho, revocacióny rectificaciónde errores materiales, de hecho o aritméticos).

En tal caso, parece que el supuesto tendrfa difícil encaje en las causas de nulidad

de pleno derecho definidas por el art. 217 LGT y que habilitan la revisiónde oficio,

y ello por cuanto que la nulidad por inconstitucionalidad de la norma legal

declarada por la STC 59/2017 no tiene su origen en la lesión por la norma

tributaria de un derecho fundamental s¡ no en el principio de capacidad económica

que recoge el art.31.1 CE, que no uno de los derechos y libertades susceptibles de

amparo constitucional conforme al art. 53.2 CE.

A mayores, me refiero, en fin, a la STS, 3a, secc. 2a, de 13-7-2017 (rec.

3010/2015), que al enfrentarse a la petición de una aplicación retroactiva a

liquidaciones firmes con ocasión de la declaración de inconstitucionalidad y

nulidad contenida en la STC 203/2016 en relacióncon art. 30.2 de la Norma Foral

de Guipuzcoa 10/2006, reguladora del IRPF en dicho Territorio Histórico, declaró

en su fundamento de derecho primero:

Hay que reconocer que ninguna incidencia tiene, toda vez que en nuestro modelo de
justicia constitucional los efectos "erga omnes" que se derivan de un fallo que declara la
inconstitucionalidad de una norma no estándotados de carácterretroacfivo ni conducen a
la revisión de las situaciones consolidadas que se han producido al amparo de la norma
que se entiende que es inconstitucional, salvo que se frate de supuestos de normas de
carácter sancionador, a los que se refiere el art. 40. 1 de la Ley Orgánica del Tribunal
Constitucional.

Así lo hemos declarado en los recientes autos de 31 de enero de 2017, que rechazan
incidentes de nulidad de actuaciones respecto de sentencias que revisaban otras del
Tríbunal Superíor de Justicia del País Vasco, desestimatorias de recursos interpuestos
contra Ordenes Forales que hablan denegado la solicitud de declaración de nulidad de
pleno derecho presentada contra liquidaciones firmes.

CUARTO.- 1. Conforme al art. 110.1 del Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de

marzo, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley Reguladora de las

Haciendas Locales (LRHL), habrá que estar a la ordenanza respectiva para

verificar la clase de declaración que ha de hacer el sujeto pasivo conteniendo los

elementos imprescindibles para practicar la liquidación procedente. De esta forma,
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y si atendemos a la ordenanza fiscal y a su redaccióna partir de la modificaciónde

la ordenanza aprobada por el Pleno el día 18-10-2011 (B.O.P. de 22-12-2011) y

conforme a sus artículos 17 y siguientes, parece que el Ayuntamiento de

Fuengirola opta por ta autoliquidación, lo que nos situarfa, en principio, en el

ámbitode la rectificaciónde errores en el plazo de cuatro años.

2. Ahora bien, lo anterior contrasta con el contenido del expediente administrativo,

en cuyo inicio hay dos liquidaciones que se nominan y numeran como tal y para

las que se instruye de la posibilidad de interponer recurso de reposición,

constando la firma del "liquidador". Y aun cuando en esas liquidaciones no se

expresa la fecha de su emisión ni la de notificación, tienen apariencia (al no

constar recurridas) de tales, dando lugar a su abono el día 16-12-2013 a travésde

los recibos con no 3277692 y 3277693.

3. Por tanto, y aun cuando ha de ser cierto que las liquidaciones debieron nutrirse

de datos aportados por el propio recurrente (es difícil pensar que una escritura

pública de 10-12-2013 fue conocida por el Ayuntamiento solo tres días después),

los datos que obran en el expediente sugieren (a falta de la evidente constancia

escrita de la comunicación que debió realizar el recurrente y que no obra en el

expediente administrativo) la existencia de sendas liquidaciones provisionales

cuyos datos fueron conocidos por la administración porque se los facilitó el

recurrente. Pudiera pensarse que esas liquidaciones eran contrarias a la

ordenanza porque el procedimiento se inicióno con una autoliquidación si no con

una declaración (que no consta en el expediente) que permitió al Ayuntamiento

liquidar, mas en tal caso debería haberse impugnado la liquidación, lo que no se

hizo ni entonces ni después. De esta forma, y sean cuales fueran los defectos de

las liquidaciones que obran en el expediente y de los recibos (f. 1, 2, 3y 11), al no

constar impugnadas no pueden desatenderse ahora y configurarlas como

autoliquidaciones que no son (ni tienen apariencia de tales). Y sobre la afirmación

reiterada por el recurrente afirmando que se inició la gestión mediante una

autoliquidación, además de no justificar documentalmente ello, resultarían dos

posibilidades. La primera, ya vista, que la autoliquidación no existiera

contraviniendo la ordenanza (posibilidad ya vista y que choca con la ausencia de

recurso frente a las liquidaciones); la segunda, que existiera pero, en tal caso,

habría existido también una autoliquidación comprobada después de manera

inmediata por la administración y dando lugar a la liquidación que obra en el

expediente.
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4. Por las razones anteriores ha de desestimarse el recurso, aunque sin hacer

pronunciamiento alguno sobre las costas de la instancia en atención al proceder

de escasa claridad desplegado, en todo caso, por la administración, poca claridad

que, como se ha intentado explicar, no impide afirmar que la recurrente no ha

desvirtuado la presunciónde validez del acto recurrido.

5. Finalmente y en relacióncon el régimende recursos, superándoseel umbral de

30 000 €por causa de la acumulación (impugnación de dos liquidaciones), habrá

que estar al art. 41 .3 LJCA (la cuantía acumulada no se comunica a la posibilidad

de apelación).

FALLO

DESESTIMO el recurso c-a interpuesto por frente a la

resolución de 12-6-2018 dictada por la concejala delegada de hlacienda del

Ayuntamiento de Fuengirola, desestimatoria de la petición formulada el día 4-7-

2017 sobre devolución del importe de las liquidaciones 3277692 y 3277693

emitidas por el Ayuntamiento de Fuengirola en concepto de impuesto sobre el

incremento del valor de los terrenos de naturaleza urbana (importes respectivos de

24 249,60 y 8488,79 €) por causa de la trasmisión mediante escritura pública

otorgada el dfa 10-12-2013 del inmueble con referencia catastral

4648225UF544N0001LM, inmueble adquirido por mitad los días 22-10-1997 y 8-

8-2008.

Sin costas.

Es firme.

Asi lo acuerda y firma ÓscarPérezCorrales, magistrado, lo que autorízo como letrada de
la Administraciónde Justicia mandando poner certificaciónen los autos. Patrícia Fernanda
de la Fuente Bustillo

"La difusióndel texío de esta resohicióna partes no iníeresadas en el proceso en el que ha sido dictada sólo

podrá ÍIevarse a cabo previa disociación de los datos de carácter personal que los mismos cotííuvieran y con

pleno respeto al derecho a la intimidad, a los derechos de las personas que requieran un especial deber de
tutela o a lagarantia del anonimato de las victimas o perjitdicados, cuando proceda.
Los datos personales mcluidos en esta resoluciónnopodránser cedidos, ni comunicados confmes contrarios a
las leyes."
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